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INFORME No. 73/13
DECISIÓN DE ARCHIVO

PETICIÓN 3683-02
EL SALVADOR
16 de julio de 2013
PRESUNTAS VÍCTIMAS:
Brenda Marisol Cabrera Hernández y otras 86 presuntas víctimas  
PETICIONARIOS: 
José Ignacio Javier Paniagua Castro, en representación de la Fundación de Estudios para la Aplicación del Derecho (FESPAD)  
VIOLACIONES ALEGADAS:
Derecho a la vida y la protección judicial
FECHA DE INICIO DE TRÁMITE:

9 de septiembre de 2002
I.
POSICIÓN DE LOS PETICIONARIOS

1. Los peticionarios alegaron que el 13 de enero de 2001 un fuerte sismo sacudió al El Salvador y una de sus consecuencias fue el deslizamiento de tierra en el cerro La Gloria del municipio de Nueva San Salvador. Dicho deslizamiento provocó la muerte de alrededor de 500 personas y la destrucción de aproximadamente 300 viviendas que conformaban la zona habitacional La Colina. Sostuvieron que si bien dicho fenómeno constituye un hecho de la naturaleza de difícil prevención, las autoridades contaban con información que demostraría los altos niveles de riesgo que implicaba la existencia de viviendas en esa zona, pero que pese a ello, se toleró la urbanización de dichos terrenos, omitiendo ejecutar las medidas necesarias tendientes a evitar los resultados ocurridos.
2. Indicaron que para garantizar la protección y restitución de los derechos afectados, el 3 de julio de 2001 presentaron un recurso amparo por las presuntas omisiones de las autoridades demandadas a pesar del conocimiento previo que tenían sobre las condiciones de riesgo de la zona. La demanda de amparo se presentó a favor de 37 personas fallecidas. Según los peticionarios, dicho recurso fue declarado improcedente el 5 de marzo de 2002.
II.
POSICIÓN DEL ESTADO

3. El Estado alegó que la petición debía ser declarada inadmisible porque los peticionarios no agotaron los recursos internos. Afirmó que los familiares de las víctimas no iniciaron proceso ante instancia administrativa o judicial en materia civil, penal o contenciosa administrativa que permitiera que las supuestas violaciones alegadas fueran analizadas. Al respecto, hizo referencia en el ámbito civil al juicio de declaratoria de indemnización de daños y perjuicios y en al ámbito penal a la determinación de la presunta conducta ilícita de las autoridades y la consiguiente indemnización interpuestos por las presuntas víctimas. 
4. Indicó asimismo que la sentencia de la Sala de lo Constitucional de la Corte Suprema de Justicia de fecha 5 de marzo de 2002 no produjo cosa juzgada que haya impedido que las presuntas víctimas acudieran a otras vías judiciales en la vía ordinaria. No hizo alegaciones en cuanto a los sucesos que habrían dado lugar a dichos procesos. 
III.
TRÁMITE ANTE LA CIDH

5. El 9 de septiembre de 2002 la CIDH recibió la petición y la registró bajo el número 3683-02. El 15 de agosto de 2003 transmitió copia de la denuncia al Estado, otorgándole el plazo de dos meses para que presentara respuesta, de conformidad con el Reglamento de la CIDH entonces vigente. El 21 de noviembre de 2003 el Estado presentó su respuesta. La peticionaria envió información adicional el 7 de junio  de 2004. El Estado presentó información adicional el 17 de diciembre de 2004.
6. El 16 de diciembre de 2011, la CIDH informó a los peticionarios que la petición 1153-03, en la que ellos también eran representantes, fue acumulada a la petición 3683-02 porque versaban sobre hechos similares. Asimismo solicitó que remitieran información actualizada para determinar si subsistían los motivos de la petición. En dicha comunicación se les informó que de no recibirse la información dentro del plazo de un mes, la CIDH podría archivar la petición, conforme al artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y al artículo 42 del Reglamento de la CIDH. 

IV.
FUNDAMENTO PARA LA DECISIÓN DE ARCHIVO

7. Tanto el artículo 48.1.b de la Convención Americana sobre Derechos Humanos como el artículo 42.1 del Reglamento de la CIDH establecen que, dentro del proceso de trámite de una petición, recibidas las informaciones o transcurrido el plazo fijado sin que sean recibidas, la CIDH verificará si existen o subsisten los motivos de la petición y en caso de no existir o subsistir ordenará el archivo del expediente.

8. En el presente caso han pasado más de 9 años desde la última comunicación de los peticionarios y, a pesar de la solicitud de información actualizada formulada el 16 de diciembre de 2011, a la fecha, la CIDH no ha recibido la información necesaria para actualizar la tramitación de la petición, como fue solicitado.

9.
En consecuencia, la Comisión no cuenta con los elementos necesarios para determinar si subsisten los motivos que sustentaron la denuncia original ni para formular una decisión sobre la violación de derechos humanos alegados, por lo que, de conformidad con el artículo 48.1.b de la Convención y el artículo 42 de su Reglamento, decide archivar la presente petición.
Dado y firmado en la ciudad de Washington, D.C., a los 16 días del mes de julio de 2013.  (Firmado): José de Jesús Orozco Henríquez, Presidente; Tracy Robinson, Primer Vicepresidenta; Rosa María Oritiz, Segunda Vicepresidenta; Felipe González, Dinah Shelton, Rodrigo Escobar Gil y Rose-Marie Antoine, Miembros de la Comisión. 
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